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Abastecimientos de Agua y Saneamientos de Andalucía (SCP-ASA), en 

alguno de los CPV indicado más arriba y con el nivel de proveedor que 

se exige a continuación. En caso de licitar en UTE, todos los 

componentes de la UTE deberán cumplir este requisito.

7. Solvencia económica exigida: Se entenderá acreditada la solvencia 

económica por quien disponga de clasificación de contratista de obras 

del estado en el Grupo E Subgrupo 1 Categoría E.

8. Solvencia técnica exigida: La establecida en el Anexo nº 1 (puntos 1 y 

2) del Pliego de Prescripciones Técnicas Particulares (en adelante, 

PPTP).

Nivel mínimo de inscripción en el SCP-ASA…………………2”” 

Si bien en esta licitación se aceptaba la acreditación de la solvencia económica 
para aquellos contratistas ya clasificados en el ROLECE, la inscripción en el 
registro del SCP-ASA resultaba ineludible, ya que sólo se invitaría a concurrir 
en la licitación a los miembros de dicho registro. 

El acceso al mismo es libre y tiene un coste, para el nivel de clasificación 
exigido, de 1000€ de acceso y 1000€ anual, durante el periodo que dure la 
ejecución del contrato, en caso de resultar adjudicatario.

b) La normativa estatal en materia de contratos

En el momento de presentación de la reclamación se encontraban en vigor 
tanto la Ley 31/2007, de 30 de octubre, sobre procedimientos de contratación 

en los sectores del agua, la energía, los transportes y los servicios postales y el 
Texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por Real 

Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre – TRLCSP. Atendiendo a las 
características concretas del contrato objeto de este expediente (especialmente 
a su valor) las normas pertinentes aplicables serían las de TRLCSP. 

A fecha de redacción de este informe esta última ha sido derogada por la Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se 
transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento 
Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014
cuyo artículo 96 establece que:

Artículo 96. Certificaciones de Registros de Licitadores.
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1. La inscripción en el Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas 

del Sector Público acreditará frente a todos los órganos de contratación del 

sector público, a tenor de lo en él reflejado y salvo prueba en contrario, las 

condiciones de aptitud del empresario en cuanto a su personalidad y capacidad 

de obrar, representación, habilitación profesional o empresarial, solvencia 

económica y financiera y técnica o profesional, clasificación y demás 

circunstancias inscritas, así como la concurrencia o no concurrencia de las 

prohibiciones de contratar que deban constar en el mismo.

2. La inscripción en el Registro de Licitadores de una Comunidad Autónoma 

acreditará idénticas circunstancias a efectos de la contratación con la misma, 

con las entidades locales incluidas en su ámbito territorial, y con los restantes 

entes, organismos o entidades del sector público dependientes de una y otras.

3. La prueba del contenido de los Registros de Licitadores se efectuará 

mediante certificación del órgano encargado del mismo, que podrá expedirse 

por medios electrónicos, informáticos o telemáticos. Los certificados deberán 

indicar las referencias que hayan permitido la inscripción del empresario en la 

lista o la expedición de la certificación, así como, en su caso, la clasificación 

obtenida.

III. CONSIDERACIONES DE LA SECRETARÍA DEL CONSEJO PARA LA 
UNIDAD DE MERCADO

a) Inclusión de la actividad en el ámbito de la LGUM.

El apartado b) del Anexo de la LGUM define las actividades económicas como:

“b) Actividad económica: cualquier actividad de carácter empresarial o 

profesional que suponga la ordenación por cuenta propia de los medios de 

producción, de los recursos humanos, o ambos, con la finalidad de 

intervenir en la producción o distribución de bienes o en la prestación de 

servicios.” 

La actividad de realización de obras a través de la contratación pública1

constituye una actividad económica y como tal está incluida en el ámbito de 
aplicación de la LGUM, cuyo artículo 2 establece:

1 La Secretaría del Consejo para la Unidad de Mercado se ha pronunciado en anteriores ocasiones en
materia de contratación pública:
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“Esta Ley será de aplicación al acceso a actividades económicas en 

condiciones de mercado y su ejercicio por parte de operadores legalmente 

establecidos en cualquier lugar del territorio nacional.”

b) Análisis del caso a la luz de los principios de la LGUM.

El principio de necesidad y proporcionalidad (artículos 52 y 17) de la LGUM,
establece que cualquier límite o requisito que impongan las autoridades 
competentes debe justificarse en la salvaguarda de una razón imperiosa de
interés general y “habrá de ser tal que no exista otro medio menos restrictivo o 

distorsionador para la actividad económica”. 

La necesidad de solicitud de inscripción en un registro a efectos de acreditación 
frente a un órgano de contratación y obtención de clasificación estaría 
justificada por razones de lucha contra el fraude vinculado a la razón imperiosa 
de interés general de orden público. No obstante, cabría cuestionar la
proporcionalidad de la exigencia durante la fase inicial de selección de 
candidatos y licitadores en un procedimiento de contratación de estar 
clasificado en un registro público de una Administración concreta a aquellos 
licitadores ya inscritos en el registro estatal (ROLECE) por suponer una 
reiteración de la intervención administrativa. En este mismo sentido, cabría 
cuestionar la proporcionalidad de la exigencia de clasificación en un registro 
privado a aquellos ya inscritos en dicho registro (fuera, como es el caso, de los 
supuestos previstos en la Directiva 2014/25/UE, del Parlamento Europeo y del 

26.14 CONTRATACIÓN PÚBLICA. Cursos reeducación vial, 26.21 AUTOESCUELAS. Cursos 
reeducación vial, 28.2 CONTRATACIÓN SECTOR PÚBLICO. Medicamentos, 28.9 CONTRATACIÓN 
SECTOR PÚBLICO. Alquiler de bicicletas públicas, 28.16 CONTRATACIÓN SECTOR PÚBLICO. 
Reeducación Vial, 28.21 CONTRATACIÓN SECTOR PÚBLICO. Aplazamiento de pagos, 28.24
CONTRATACIÓN SECTOR PÚBLICO. Servicios funerarios , 28.31 CONTRATACIÓN SECTOR 
PÚBLICO. Renting, 26.46 CONTRATACIÓN PÚBLICA. Recogida aceites usados, 26.50 
CONTRATACIÓN PÚBLICA. Transporte sanitario, 28.66 CONTRATACIÓN PÚBLICA. Gestión de 
Residuos.
2 Artículo 5. Principio de necesidad y proporcionalidad de las actuaciones de las autoridades 
competentes.
1. Las autoridades competentes que en el ejercicio de sus respectivas competencias 
establezcan límites al acceso a una actividad económica o su ejercicio de conformidad con lo 
previsto en el artículo 17 de esta Ley o exijan el cumplimiento de requisitos para el desarrollo 
de una actividad, motivarán su necesidad en la salvaguarda de alguna razón imperiosa de 
interés general de entre las comprendidas en el artículo 3.11 de la Ley 17/2009, de 23 de 
noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio.

2. Cualquier límite o requisito establecido conforme al apartado anterior, deberá ser 
proporcionado a la razón imperiosa de interés general invocada, y habrá de ser tal que no 
exista otro medio menos restrictivo o distorsionador para la actividad económica.
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Consejo, de 26 de febrero de 2014, relativa a la contratación por entidades que 

operan en los sectores del agua, la energía, los transportes y los servicios 

postales y por la que se deroga la Directiva 2004/17/CE3).

Asimismo, en relación con la LGUM cabría señalar el principio de no 
discriminación (artículo 34).  En aplicación este principio, podría considerarse 
que la exigencia a los operadores económicos de estar inscritos en el registro 
del SCP-ASA podría suponer una discriminación de forma indirecta a aquellos 
que no operan de manera habitual en Andalucía, ya que para estos 
presentarse a las licitaciones de esta Comunidad implica soportar costes 
añadidos a los que ya pudieran satisfacer por pertenecer al ROLECE. 

Por último, la disposición adicional primera5 de la LGUM establece que cuando 
por razones de orden público, incluida la contratación pública, el medio de 
intervención para el acceso o ejercicio de una actividad económica 
corresponda al Estado, la eficacia en el territorio nacional quedará garantizada 
por la intervención estatal. Esta disposición prevé de este modo la validez 
nacional de la intervención estatal en materia de contratación pública, por lo 

3 “Cuando las entidades adjudicadoras necesiten obtener un equilibrio adecuado entre las 
características específicas del procedimiento de contratación y los medios necesarios para su 
realización, podrán establecer, en los procedimientos restringidos o negociados, en diálogos 
competitivos o en las asociaciones para la innovación, normas y criterios objetivos que reflejen 
esta necesidad y que permitan a la entidad adjudicadora reducir el número de candidatos a los 
que se invitará a licitar o a negociar. No obstante, el número de candidatos seleccionados 
deberá tener en cuenta la necesidad de garantizar una competencia suficiente.” 
4 Artículo 3. Principio de no discriminación.
1. Todos los operadores económicos tendrán los mismos derechos en todo el territorio nacional 
y con respecto a todas las autoridades competentes, sin discriminación alguna por razón del 
lugar de residencia o establecimiento.
2. Ninguna disposición de carácter general, actuación administrativa o norma de calidad que se 
refiera al acceso o al ejercicio de actividades económicas podrá contener condiciones ni
requisitos que tengan como efecto directo o indirecto la discriminación por razón de 
establecimiento o residencia del operador económico.
5 Disposición adicional primera. Actuaciones estatales.
Cuando por razones de orden público, incluida la lucha contra el fraude, la contratación pública 
y la garantía de la estabilidad financiera, el medio de intervención, incluidas la regulación, 
supervisión y control, para el acceso o ejercicio de una actividad económica, corresponda al 
Estado, la eficacia en el territorio nacional quedará garantizada por la intervención estatal, de 
manera que las disposiciones contenidas en el Capítulo V de esta Ley no afectarán a las 
competencias estatales establecidas en la legislación específica.
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que se reconoce a la clasificación obtenida en el ROLECE6 de cara al conjunto 
del sector público, estatal, autonómico o local, sin que pueda exigirse la 
aportación de nueva documentación.

IV. CONSIDERACIONES ADICIONALES – SOLUCIÓN PLANTEADA

La empresa adjudicadora EMASESA no exige la inscripción en el Sistema de 
Clasificación de Proveedores de la Asociación de Abastecimientos de Agua y 
Saneamientos de Andalucía (SCP-ASA) desde el 1 de enero de 2017.

Este informe no tiene la consideración de acto administrativo recurrible.

Madrid, 24 de abril de 2019 

LA SECRETARÍA DEL CONSEJO PARA LA UNIDAD DE MERCADO

6 A este respecto también se hacía referencia en el informe de la Secretaría del Consejo para la 
Unidad de Mercado correspondiente al expediente 28.31 CONTRATACIÓN SECTOR PÚBLICO. 
Renting
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INFORME DE 19 DE OCTUBRE DE 2015 SOBRE LA RECLAMACIÓN 
PRESENTADA, AL AMPARO DEL ARTÍCULO 28 DE LA LEY 20/2013, DE 9 
DE DICIEMBRE, DE GARANTÍA DE LA UNIDAD DE MERCADO, CONTRA 
LA EXIGENCIA DE LA EMPRESA METROPOLITANA DE 
ABASTECIMIENTO Y SANEAMIENTO DE AGUAS DE SEVILLA DE 
INSCRIPCIÓN EN EL SISTEMA DE CLASIFICACIÓN DE PROVEEDORES 
DE LA ASOCIACIÓN DE ABASTECIMIENTOS DE AGUAS Y 
SANEAMIENTOS DE ANDALUCÍA PARA LA PARTICIPACIÓN EN SUS 
LICITACIONES DE CONTRATOS DE OBRAS (UM/060/15).  

I. ANTEDECENTES Y OBJETO DEL INFORME 

Con fecha 24 de septiembre de 2015 tuvo entrada en  la Secretaría del 
Consejo para la Unidad de Mercado (SECUM) la información de obstáculos o 
barreras a la unidad de mercado a la que se refiere el artículo 28 de la Ley 
20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad de mercado (LGUM) 
formulada por una asociación de empresarios.  

La reclamación se formuló al amparo del citado artículo 28 de la LGUM frente a
la exigencia de la Empresa Metropolitana de Abastecimiento y Saneamiento de 
Aguas de Sevilla en la licitación de sus contratos de obra la clasificación en el 
Sistema de Clasificación de Proveedores de la Asociación de Abastecimientos 
de Agua y Saneamientos de Andalucía (SCP-ASA).

La entidad reclamante considera que esta exigencia constituye una infracción 
de los principios protegidos por la LGUM y solicita la elaboración del 
correspondiente informe que concluya que la exigencia de un sistema de 
clasificación propia supone un obstáculo o barrera para la unidad de mercado.  

Junto con el escrito se acompaña un pliego de condiciones económico-
administrativas particulares para la contratación de una obra en la que las 
invitaciones al procedimiento de licitación (se utiliza el procedimiento 
restringido) son cursadas a todos los operadores inscritos en el SCP-ASA.

II. CONSIDERACIONES 

En las consideraciones que siguen a continuación se analiza:  

1) El alcance del Sistema de Clasificación de Proveedores de la Asociación de 
Abastecimientos de Agua y Saneamientos de Andalucía; 2) la clasificación de 
los contratistas en el ámbito de la contratación pública; 3) la afectación de los 
principios de necesidad y proporcionalidad y 4) la afectación del principio de 
eficacia nacional.  

II.1) Alcance del SCP-ASA.  
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La contratación de las obras a las que se refiere la reclamante se incluyen 
dentro del ámbito de la Ley 31/2007, de 30 de octubre, sobre procedimientos 
de contratación en los sectores del agua, la energía, los transportes y los 
servicios postales.  

En concreto, se trata de obras y servicios incluidos en su artículo 7, al referirse 
a actividades relacionadas con la puesta a disposición o la explotación de 
redes fijas destinadas a prestar un servicio al público en relación con la 
producción, transporte o distribución de agua potable o el suministro de agua 
potable a dichas redes.  

La Ley 31/2007 traspone al ordenamiento jurídico español la Directiva 
2004/17/CE, del Parlamento  Europeo y del Consejo, de 31 de marzo de 2004,
sobre la coordinación de los procedimientos de adjudicación de contratos en 
los sectores del agua, de la energía, de los transportes y de los servicios 
postales, actualmente derogada por la Directiva 2014/25/UE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, relativa a la contratación por 
entidades que operan en los sectores del agua, la energía, los transportes y los 
servicios postales y por la que se deroga la Directiva 2004/17/CE.  

Uno de los objetivos de ambas directivas es introducir normas sobre 
coordinación de los procedimientos de adjudicación de los contratos en esos 
sectores, a la vista de los diversos modos en que las autoridades nacionales 
pueden influir en el comportamiento de estas entidades, en particular mediante 
la participación en su capital o una representación en sus órganos de 
administración, gestión o supervisión. Asimismo, se pone de manifiesto la 
necesidad de coordinación en los procedimientos de adjudicación de contratos 
que aplican las entidades que operan en estos sectores debido al carácter 
cerrado de los mercados en que actúan por la concesión por los Estados 
miembros de derechos especiales o exclusivos para el suministro, la puesta a 
disposición, o la explotación de redes para la prestación del servicio de que se 
trate.  

La Ley, al igual que las directivas, reconoce la posibilidad de que el licitador 
acuerde un sistema potestativo de clasificación de contratistas llamado a 
facilitar la selección y a simplificar el procedimiento. De forma alternativa, 
dichas entidades podrán remitirse al Registro Oficial de Licitadores de 
Empresas Clasificadas del Ministerio de Hacienda y, en su caso, a los 
correspondientes registros de las Comunidades Autónomas, así como a otros 
registros oficiales que respeten las exigencias marcadas por la Directiva 
2004/17/CE.  
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El régimen de clasificación de los sectores excluidos se describe en el artículo 
23 de la  Ley 31/2007 de la siguiente manera: 

Por su parte, el artículo 24 se refiere al sistema de clasificación propio en los 
siguientes términos: 

El SCP-ASA es un sistema de clasificación propio de la Asociación de 
Abastecimientos de Agua y Saneamientos Andaluza establecido de 
conformidad con el artículo 24 de la Ley 31/2007. Su reglamento define sus 
objetivos, estructura, el procedimiento para la adhesión y la inscripción de los 
proveedores, así como las obligaciones de los operadores inscritos, entre las 
que se incluyen en mantenimiento de los datos y la realización de una 
declaración responsable de la vigencia de los documentos y datos registrales.   

Debe señalarse que actualmente la Directiva 2014/25/UE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, relativa a la contratación por 
entidades que operan en los sectores del agua, la energía, los transportes y los 
servicios postales y por la que se deroga la Directiva 2004/17/CE, también 
prevé en su artículo 77 la posibilidad de que las entidades adjudicadoras 
puedan establecer y gestionar un sistema de clasificación de operadores 
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económicos en el que éstos podrán solicitar su clasificación en cualquier 
momento.  

II.2) La clasificación de los contratistas en el ámbito de la contratación 
pública.   

El artículo 65 del TRLCSP se refiere a la exigencia de clasificación de los 
empresarios españoles para contratar con las Administraciones Públicas en 
determinados supuestos de contratos de obras y servicios. La clasificación 
sirve para acreditar las condiciones de solvencia del contratista para celebrar el 
contrato. Los acuerdos relativos a la clasificación de las empresas se
adoptarán por las Comisiones Clasificadoras de la Junta Consultiva de 
Contratación Administrativa del Estado y tendrán eficacia general frente a todos 
los órganos de contratación.  

Necesitarán clasificación las empresas que pretendan contratar obras o 
determinados servicios con las Administraciones Públicas cuyo valor estimado  
sea igual o superior a 500.000 euros para contratos de obras y 200.000 euros 
en el caso de los contratos de servicios. 

Por su parte, el artículo 68.2 del TRLCSP dispone que también los órganos 
competentes de las Comunidades Autónomas podrán adoptar decisiones sobre 
clasificación de las empresas que serán eficaces, únicamente, a efectos de 
contratar con la Comunidad Autónoma que los haya adoptado, con las 
Entidades locales incluidas en su ámbito territorial, y con los entes, organismos 
y entidades del sector público dependientes de una y otras. En la adopción de 
estos acuerdos, deberán respetarse, en todo caso, las reglas y criterios 
establecidos en el TRLCSP y en sus disposiciones de desarrollo.  

II.3) Análisis de la cuestión bajo los principios de necesidad y 
proporcionalidad.   

El artículo 18 de la LGUM incluye, entre la enumeración de las actuaciones que 
limitan el establecimiento y la libre circulación por no cumplir los principios de 
garantía de la libertad de establecimiento y la libertad de circulación, las que 
contengan, entre otros, requisitos discriminatorios para la adjudicación de 
contratos públicos basados, directa o indirectamente en el lugar de residencia o 
establecimiento del operador.  

De esta manera, la exigencia para la adjudicación de contratos públicos de 
requisitos que incluyan el lugar de residencia del operador sería 
manifiestamente contraria a dichos principios.  

Ello no sucede en el caso analizado, pues el Reglamento del SCP-ASA no 
limita, de ninguna manera, la pertenencia a él de operadores que no tengan su 
residencia o establecimiento en Andalucía. El propio Reglamento fija en su 
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artículo 22.5 una serie de causas tasadas para la denegación de la inscripción, 
que son las siguientes: 

a) La falta de ingreso de la cuota de inscripción o de la cuota anual.  
b) La falta de presentación de toda la documentación requerida, o que 

tuviera defectos, tras las peticiones de subsanación. 
c) Estas sancionado por el órgano de Gobierno para la inscripción. 
d) Cualquier otro que establezca la legislación vigente.  

Cualquier empresario que deseara concurrir en las licitaciones de las entidades 
agrupadas en la ASA, podría hacerlo tras su inscripción en su Sistema de 
Clasificación.  

La clasificación de los contratistas, como requisito esencial para participar en la 
licitación de determinados contratos, no es un requisito desproporcionado y a 
tal efecto las Directivas sobre contratación pública, en especial la Directiva 
2014/24/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, la prevén como forma de 
acreditar la solvencia técnica y económica, y no tanto para el ejercicio de la 
actividad.  

En estos casos, debe tenerse en cuenta que el artículo 17 de la LGUM dispone 
que se considerará que concurren los principios de necesidad y 
proporcionalidad incluso para la exigencia de una autorización cuando así lo 
disponga la normativa de la Unión europea.  

De esta manera, y en parecidos términos a como lo ha hecho la SCUM en su 
informe de 5 de mayo de 2014 (subastas de medicamentos) puede concluirse 
que la exigencia de sistemas de selección de proveedores de las 
administraciones públicas que exijan requisitos de solvencia no puede 
considerarse en sí misma una restricción de acceso a un mercado en la medida 
en que su diseño garantice el acceso de los operadores y genere competencia 
por el mercado ex ante y ex post. En todo caso, los procedimientos de 
contratación pública no podrá contener requisitos para los solicitadores 
discriminatorios ni prohibidos por la LGUM (artículo 18) ni requisitos 
innecesarios y/o desproporcionados que limiten la participación de los 
operadores en ellos. 

II.4) Análisis de la afectación del principio de eficacia nacional.  

El artículo 20 de la LGUM se refiere al principio de eficacia en todo el territorio 
nacional de las actuaciones administrativas en los siguientes términos: 
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La clasificación a efectos de contratación administrativa podría ser considerada 
una manera de acreditación de un nivel de calidad o de profesionalidad para el 
acceso o ejercicio de una actividad económica de los previstos en el apartado 3 
del citado precepto, pues si bien es cierto que solo hace referencia al 
cumplimiento de las normas de garantía de calidad en los procedimientos 
administrativos a los que se refiere el artículo 90 del TRLCSP, se trata de una 
lista no exhaustiva. Así, la Junta Consultiva de Contratacion Administrativa del 
Estado podría ser considerado un organismo de evaluación, acreditación o 
certificación de los que se refiere el artículo 20.2 de la LGUM y las 
clasificaciones de sus Comisiones Clasificadoras deberían ser válidas a todos 
los efectos en todo el territorio nacional.  

Se produce una aparente contradicción entre, por un lado, la existencia de 
diferentes sistemas de clasificación para la contratación con las 
administraciones públicas, especialmente en los sectores excluidos y, por otro 
lado, el principio de eficacia en todo el territorio nacional de la clasificación 
administrativa. 

En este sentido, esta Comisión ha considerado en su reciente informe sobre el 
Anteproyecto de Ley sobre Procedimientos de Contratación en los sectores del 
agua, la energía, los transportes y los servicios postales (IPN/CNMC/011/15) 
que existe un riesgo en la existencia de diversos y heterogéneos sistemas de 
clasificación y que ello puede ser considerado como una ruptura de la unidad 
de mercado, en la medida en que entidades contratantes dependientes de 
diferentes administraciones o en distintos territorios pueden tener sistemas 
distintos que delimitan el acceso a los mercados. 

A tal efecto, y partiendo de la opción del legislador español de trasladar a 
nuestro ordenamiento jurídico la posibilidad, prevista expresamente en las 
sucesivas Directivas, de que los licitadores en los sectores excluidos 
establezcan sus propios criterios de calificación, sería recomendable el 
reconocimiento legal, o al menos por parte de los licitadores que establezcan 
sus sistemas propios, de la eficacia nacional de la clasificación de la solvencia 
de las empresas.  

De hecho, la clasificación de los contratistas es una manera de acreditar la 
solvencia de los operadores económicos. El verdadero requisito para contratar 
con las administraciones públicas no es la clasificación en sí, sino la solvencia 
que ésta acredita, y su alternativa sería su comprobación en cada licitación 
concreta. De esta manera, la clasificación contribuye también a la simplificación 
de cargas de las empresas al que se refiere el artículo 7 de la LGUM.  
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Además, el TRLCSP ya prevé normas de coordinación entre los criterios de 
clasificación empleados en su caso, por los órganos competentes de las 
Comunidades Autónomas en sus decisiones sobre clasificación de las 
empresas dentro de su ámbito territorial, al referirse el artículo 68.8 del 
TRLCSP a la necesidad de respeto de las reglas establecidas en la propia Ley 
y en su normativa de desarrollo.  

De la misma manera, el Reglamento del SCP-ASA, en el Capítulo V del Anexo 
técnico, prevé que las empresas se encuentren clasificadas como contratista 
del Estado, bien de obra o de servicio, o inscritas en el Registro de Licitadores 
de la Junta de Andalucía, no tendrán la obligación de presentar la 
documentación relativa a la acreditación de la personalidad, de la capacidad de
obrar, la que acredita estar al corriente de sus obligaciones tributarias y con la 
seguridad social, la inexistencia de prohibiciones de contratar y la solvencia 
económica para su inscripción en el SCP-ASA.  

III. CONCLUSIONES 

1. A juicio de esta Comisión, y de conformidad con lo previsto en los 
artículos 18 y 20 de la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la 
unidad de mercado, la existencia de sistemas de clasificación de 
contratistas propios en los sectores de la energía, el agua, los 
transportes y los servicios postales, no constituye necesariamente una 
limitación a la libertad de establecimiento y circulación ni una infracción
del principio de eficacia nacional siempre que se gestione con criterios y
normas objetivos y permita el reconocimiento de la clasificación obtenida 
ante otra administración.  

2. La exigencia de las entidades incluidas en la Asociación de 
Abastecimientos de Aguas y Saneamientos de Andalucía del registro en 
su propio Sistema de Clasificación de Proveedores vulnera los principios 
de garantía de las libertades de establecimiento y circulación en la 
medida en que no reconoce la clasificación obtenida ante otras 
administraciones.  


